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Acontinuación, compartimos el análisis de Gemma Fabregat, Of Counsel de Sagardoy, sobre tres 
sentencias recientes que tratan aspectos relevantes del derecho laboral. Este documento tiene 
como objetivo destacar los aspectos clave de cada resolución y ofrecer una visión clara de sus 
implicaciones prácticas: 

• Indemnización adicional por despido improcedente: El Tribunal Supremo cierra 
el debate.   

• Abono proporcional de una paga excepcional y ausencia de discriminación 
indirecta por razón de sexo. 

• Indemnización Por Daño Moral En Despidos Nulos: Deber Judicial De 
Pronunciamiento Aun Sin Bases De Cuantificación 

 

 
INDEMNIZACIÓN ADICIONAL POR DESPIDO IMPROCEDENTE:  

EL TRIBUNAL SUPREMO CIERRA EL DEBATE 
 

 

STS nº 1131/2025, de 26 de noviembre de 2025 

La STS ratifica que en el ordenamiento español no procede reconocer una indemnización 
adicional a la prevista en el artículo 56.1 ET por despido improcedente con fundamento en 
el artículo 10 del Convenio 158 OIT o en el artículo 24 de la Carta Social Europea revisada. 

El litigio trae causa de un despido disciplinario declarado improcedente en el que el TSJ de 
Cataluña había reconocido, junto a la indemnización legal, una indemnización adicional 
equivalente a un año de salario, con apoyo en normas internacionales de protección frente 
al despido injustificado. 

Frente a dicho pronunciamiento, la empresa interpuso recurso de casación para la 
unificación de doctrina cuestionando, entre otros extremos, la procedencia de la 
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indemnización adicional, la necesidad de acreditar un daño específico y la inclusión de un 
bonus pactado sin criterios objetivos en el salario regulador. 

El TS reitera la doctrina fijada por el Pleno en las SSTS 1350/2024 y 736/2025, descartando 
que el artículo 10 del Convenio 158 OIT o el artículo 24 de la Carta Social Europea revisada 
tengan carácter directamente aplicable. Se trata de normas de naturaleza programática 
cuya efectividad queda condicionada al desarrollo normativo interno y que no habilitan al 
órgano judicial para desplazar el régimen indemnizatorio tasado del artículo 56 ET. 

La Sala subraya, además, que el control de convencionalidad solo resulta procedente 
cuando la norma internacional presenta un contenido claro y ejecutivo, circunstancia que 
no concurre en el artículo 24 de la CSE revisada, el cual remite expresamente a las 
legislaciones nacionales y a la negociación colectiva. En este marco, las decisiones del 
Comité Europeo de Derechos Sociales carecen de eficacia vinculante y no constituyen un 
parámetro normativo apto para alterar el sistema legal español. 

Distinta es la solución respecto del salario regulador: cuando la retribución variable o el 
bonus se pactan sin objetivos ni criterios de devengo y quedan a la exclusiva determinación 
empresarial, procede su integración en el salario regulador de la indemnización por despido 
improcedente. 

En consecuencia, el TS estima parcialmente el recurso, deja sin efecto la indemnización 
adicional reconocida en suplicación, mantiene la indemnización legal por despido 
improcedente con inclusión del bonus en el salario regulador y no impone costas. 

 

 
ABONO PROPORCIONAL DE UNA PAGA EXCEPCIONAL  

Y AUSENCIA DE DISCRIMINACIÓN INDIRECTA POR RAZÓN DE SEXO 
 

 

STS 1211/2025, de 9 de diciembre de 2025 

El TS confirma en esta sentencia que no existe discriminación indirecta por razón de sexo 
cuando una paga excepcional se abona de forma proporcional a la jornada de trabajo, 
siempre que el colectivo afectado mantenga una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres conforme a la Ley Orgánica 3/2007. 

La controversia trae causa de la decisión empresarial de abonar una paga excepcional única 
de 1.000 euros, íntegra para quienes prestaban servicios a jornada completa y proporcional 
para quienes trabajaban a tiempo parcial o con reducción de jornada. Frente a esta medida, 
CGT y CCOO promovieron conflicto colectivo alegando, respectivamente, la existencia de 
discriminación indirecta por razón de sexo y la infracción del principio de igualdad entre 
trabajo a tiempo completo y parcial. 
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La SAN 54/2023, de 24 de abril, desestimó la demanda al considerar que la paga tenía 
naturaleza salarial, carácter excepcional y no consolidable, y que su abono proporcional 
respondía a una finalidad legítima: reconocer el esfuerzo y la dedicación durante un período 
de especiales dificultades productivas e inflacionarias. Entendió, además, que la aplicación 
del principio de pro-rata temporis resultaba razonable y no discriminatoria. 

El TS confirma íntegramente este criterio. En relación con el recurso de CGT, la Sala recuerda 
que la apreciación de una discriminación indirecta exige un juicio de comparación 
adecuado, que en este caso debe realizarse entre quienes perciben íntegramente la paga y 
quienes la perciben de forma reducida por razón de jornada. A partir de los hechos probados, 
constata que el colectivo afectado por la reducción está compuesto por un 56,15 % de 
mujeres y un 43,85 % de hombres, porcentajes que se sitúan dentro de los márgenes de 
presencia equilibrada definidos por la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 
3/2007. 

Sobre esta base, el TS concluye que no concurre un desequilibrio relevante que permita 
afirmar la existencia de una desventaja particular para las mujeres en términos 
suficientemente mayoritarios como para integrar una discriminación indirecta por razón de 
sexo. 

En cuanto al recurso de CCOO, el TS reitera su doctrina consolidada según la cual no existe 
un principio de igualdad absoluta entre trabajo a tiempo completo y a tiempo parcial, sino 
un principio de equiparación de derechos, siendo la proporcionalidad un criterio legítimo 
cuando el derecho controvertido es medible en función del tiempo de trabajo. La finalidad 
de la paga -reconocer el esfuerzo y la dedicación en un contexto extraordinario- resulta 
objetivamente evaluable en función de la jornada, lo que justifica su abono íntegro o 
proporcional sin vulnerar el artículo 12.4 d) ET. 

En consecuencia, el TS desestima ambos recursos, confirma la sentencia de la AN y declara 
ajustada a derecho la aplicación del principio de proporcionalidad en el abono de la paga 
excepcional. No se imponen costas. 

 

 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑO MORAL EN DESPIDOS NULOS:  

DEBER JUDICIAL DE PRONUNCIAMIENTO AUN SIN BASES DE CUANTIFICACIÓN 
 

 

STS 1280/2025, de 17 de diciembre de 2025 

El TS reitera en esta sentencia que, apreciada la vulneración de un derecho fundamental, el 
órgano judicial debe pronunciarse necesariamente sobre la indemnización por daño moral, 
aun cuando la parte demandante no haya facilitado en la demanda las bases para su 
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cuantificación, siempre que la determinación detallada de dicho daño resulte 
especialmente difícil. 

La controversia trae causa de un despido declarado nulo por vulneración de derechos 
fundamentales. La sentencia de instancia, del Juzgado de lo Social nº 7 de Bilbao, de 11 de 
junio de 2024, había reconocido, junto con la nulidad, una indemnización por daño moral 
de 7.501 euros y la imposición de costas por mala fe y temeridad. Sin embargo, la STSJ del 
País Vasco de 3 de diciembre de 2024 estimó parcialmente el recurso de suplicación de la 
empresa y la absolvió del pago de la indemnización y de las costas, al considerar que la 
indemnización por daño moral no opera de forma automática y exige que la parte actora 
concrete las bases de su cuantificación. 

Al resolver el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por la parte 
actora, el TS casa parcialmente esta decisión y recuerda que la indemnización derivada de 
la vulneración de derechos fundamentales presenta una doble vertiente: de un lado, la 
indemnización de daños y perjuicios, cuya cuantificación exige la fijación de bases 
concretas; y de otro, la indemnización por daño moral, respecto de la cual debe flexibilizarse 
la exigencia probatoria cuando su estimación resulte difícil o costosa. En estos supuestos, 
dice el TS, corresponde al órgano judicial fijar prudencialmente su importe. 

La Sala interpreta conjuntamente los artículos 179.3 y 183.2 LRJS y reitera su doctrina 
consolidada conforme a la cual, declarada la vulneración de un derecho fundamental, el 
órgano judicial tiene el deber de pronunciarse sobre la indemnización por daño moral, aun 
cuando el demandante no haya aportado las bases de cuantificación. A tal efecto, puede 
acudir con carácter orientador a las sanciones previstas en la LISOS, ponderando las 
circunstancias concurrentes del caso concreto. 

En coherencia con lo anterior, el TS casa y anula parcialmente la sentencia del TSJ del País 
Vasco, deja sin efecto la absolución de la empresa respecto de la indemnización por 
vulneración del derecho fundamental y confirma la condena al abono de la indemnización 
por daño moral en el importe de 7.501 euros, manteniendo el pronunciamiento relativo a las 
costas. 
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